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lanuncio del Presidente Donald Trump de 

aplicar un arancel de 50% al cobre a partir 

del 1 de agosto, amparado en una evaluación 

de seguridad nacional, ha marcado un punto 

de inflexión en la relación comercial entre 

ambos países. La decisión -aunque aún pen- 

diente de aplicación concreta- hace necesa- 

rio el despliegue de una gestión que combine estrategia, 

pragmatismo y diplomacia en su sentido más amplio, en 

el marco de una relación bilateral que históricamente ha 

estado anclada en reglas, confianza mutua y apertura de 

mercados. 

Trump ha declarado su intención de 

“reconstruir una industria del cobre 

dominante”, subrayando que este 

insumo es crítico para semiconduc- 

tores, sistemas de defensa y baterías. 

Sus palabras no son retórica, sino que 

expresan una visión industrial nacionalista con capacidad de 

traducirse en decisiones de alto costo para terceros países. 

Y si bien aún no está claro si el arancel abarcará a cátodos, 

concentrados o chatarra, la incertidumbre es en sí misma un 

factor de riesgo. 

Incluso con un Tratado de Libre Comercio vigente y pese a 

que el país representa el 65% de las importaciones estadouni- 

denses de cobre refinado, la medida demuestra que el diseño 

actual de la estrategia de relacionamiento con Washington ha 

sido hasta ahora insuficiente. Chile es el principal productor 

mundial de cobre, con un 24% de la oferta global. Y el mercado 

estadounidense importa más de 700 mil toneladas anuales 

con Washington 
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Dominga en el 
laberinto de los 
permisos proyecto minero? 

A mijuicio, fallaron 

fundamentales: la política y un legítimo 

Por qué es importante el proyecto 

Dominga? ¿Porque es ejemplo de lo 

que se ha denominado permisología? 

¿Por la tensión entre la protección del 

medio ambiente y el desarrollo económico, 

lo técnico versus lo político? Ciertamente 

posee todos esos elementos. Además de lo 

anterior, este conflicto permite explicar los 

problemas estructurales que pesan sobre 

la institucionalidad ambiental y que dan 

luces de lo que debiera abordar una refor- 

ma el Sistema de Evaluación de Impacto 

Ambiental (SEIA). 

Solo basta recordar que los (últimos) 

puntos que objetó el Comité de Ministros 

se refieren a la suficiencia de un plan de 

contingencias y emergencias por derrames 

de hidrocarburos y la evaluación sobre 

especies de flora. Más allá de su mérito, 

¿cómo se explica que después de más 

de 13 años, la discusión no se refiera a 

espacio para la ciencia. 

por la autoridad polític 
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La estrategia de relacionamiento 

ahora insuficiente. 

la protección de un área marina de alto 

valor ambiental potencialmente afectada 

por la operación de un puerto? ¿Cómo es 

posible que, habiendo pasado en varias 

oportunidades, por todas las instancias 

administrativas (Comisión de Evaluación 

Ambiental, Comité de Ministros) y judi- 

ciales imaginables (Tribunal Ambiental, 

Corte Suprema, Tribunal Constitucional, 

ahora la Corte de Apelaciones), ninguna 

haya podido resolver la viabilidad final del 

Falló esa necesaria política que permite 

resolver de manera previa (lo que es 

tan necesario para un inversionista y la 

población) si la comunidad representada 

yecto de alto impacto en su territorio. Los 

instrumentos de planificación territorial, 

“Así como se aprobó un proyecto de ley que dará celeridad 
a los permisos sectoriales, es hora que la instrtucionalidad 
ambiental entregue certeza y legitimidad en sus decisiones, 
hasada en la mejor ciencia disponible”. 
lamentablemente, no han permitido dar 

legitimidad a los usos admitidos en su 

territorio (en el caso de Dominga, incluso 

el instrumento vigente admite el puerto). 

También falló la ciencia. La discusión se 

centra en los aportes técnicos que entrega 

  

desde el país para suplir una demanda interna que no logra 

cubrir con producción propia. Pero las cifras, por sí solas, no 

protegen. 

Lo que está en juego no es solo acceso al mercado, sino la 

capacidad de incidir con anticipación en decisiones unilatera- 

les de alto impacto. Hasta ahora, las mesas técnicas, el argu- 

mento de “proveedor confiable” y el uso del TLC como escudo 

normativo no han bastado. Es momento de preguntarse con 

rigor si se ha construido un relato político y económico eficaz. 

La respuesta debe ser estructural: una estrategia transver- 

sal de Estado, que alinee actores públicos y privados, forta- 

lezca la diplomacia parlamentaria, y reinstale a Chile como un 

actor de peso en la agenda energética 

e industrial de EEUU. No se trata solo 

de defender una exportación, sino de 

proyectar la ventaja competitiva del 

país en minerales estratégicos. 

Porque más allá de las mesas 

técnicas, esta coyuntura requiere algo más difícil: construir 
confianza política y establecer líneas de comunicación con 

quienes pueden influir directamente en las decisiones de 

implementación de esta política arancelaria. Sin embargo, 

el país está en el punto más bajo de la historia de la relación 

bilateral. 

Ante este escenario, parece ser el momento de activar 

redes, alinear al sector público y privado, coordinar con 

otros países afectados como Canadá o Australia- y evaluar 

seriamente si acudir a la OMC o a mecanismos de solución de 

controversias podría reducir el impacto, crear presión institu- 

cional y abrir espacios para una negociación. 

ha sido hasta 

el titular, la comunidad y la propia auto- 

ridad. No existe, un “panel de expertos”, 

externo, independiente y objetivo que 

entregue el insumo necesario que permita 

resolver la controversia de fondo del desa- 

rrollo de un proyecto. 

El proyecto de ley actualmente en 

discusión parlamentaria, la denominada 

reforma 2.0 del SEIA, intenta abordar este 

punto, entre otros aspectos, eliminando el 

Comité de Ministros (instancia política), 

unificando el sistema de recursos posibles, 

fortaleciendo los procesos participativos, 

entre otras modificaciones. 

Sin embargo, lo que nos muestra 

Dominga es que proyectos de relevancia 

nacional seguirán a la deriva si no se 

entrega certeza de la factibilidad previa y 

clara de ejecutar un proyecto en el territo- 

rio, y no exista una instancia formal donde 

la ciencia, como elemento legitimador de 

las decisiones técnicas, lo pueda ejercer 

dos cuestiones 

a, acepta un pro- 

de forma imparcial. Así como se aprobó 

un proyecto de ley que dará celeridad a los 

permisos sectoriales, es hora que la insti- 

tucionalidad ambiental entregue certeza y 

legitimidad en sus decisiones, basada en la 

mejor ciencia disponible.   
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Contribuciones, un 
impuesto que debemos 
rediseñar 

n Chile, las contribuciones de bienes raíces operan como un 

impuesto patrimonial, pero con un diseño que urge revisar. 

El punto crítico es que la base del tributo no la fija la ley, sino 

un avalúo fiscal elaborado y actualizado por el Servicio de 

Impuestos Internos (SII). Es decir, el valor sobre el que se calcula 

lo que pagamos no lo determina el Congreso, sino un órgano 

administrativo. 

Desde la óptica constitucional, esta delegación excesiva vulnera 

los principios de reserva legal máxima y de seguridad jurídica. El 

artículo 19 N”20 de la Constitución exige que sea la ley -y no un 

servicio público- la que defina al menos: (i) el hecho gravado, (ii) 

el contribuyente, (iii) la base y (iv) la tasa del impuesto. 

El legislador no puede entregar en blanco al Ejecutivo (en este 

caso, al SII) la facultad de fijar los elementos esenciales de un 

tributo. Y si excepcionalmente decide remitir algo a la administra- 

ción, debe acompañarlo de criterios estrictos y parámetros claros: 

métodos de valoración, límites a las variaciones, periodicidad de 

los avalúos. Nada de eso existe hoy. 

El problema no es solo teórico. A quienes compran una vivienda 

se les cobra por el valor 

totaldel inmueble, “El problema no es 

tmancodocondeséa, — SONO GÓTICO. A quienes 
Sialguien adquiere una COMPan Una Vivienda 
edanoses  Seles cobra por el valor 

total del inmueble, 
aunque gran parte esté 
financiado con deuda”. 

realidad solo posee $ 10 
millones; sin embargo, 

paga contribuciones como 

si fuera dueño del total. 

Difícil llamar “impuesto 

al patrimonio” a algo que ignora por completo las deudas. 

Peor aún, el avalúo puede subir bruscamente de un período 

aotro sin debate público ni control democrático. Reclamar es 

posible, pero el proceso suele ser lento y poco accesible para el 

ciudadano común. 

Urge, por tanto, replantear el impuesto territorial: 

+ Establecer en la ley parámetros claros y verificables de valora- 

ción, como topes de alza, coeficientes máximos y ajustes zonales 

transparentes. 

+ Exigir que las tablas de valores y factores complementarios 

sean aprobados mediante decreto supremo tomado de razón, para 

asegurar control político y publicidad; y 

+ Consagrar un procedimiento de impugnación expedito y eficaz 

ante avalúos que excedan lo razonable. 

Solo así se restablecerá la plena sujeción de las contribuciones 

ala ley, y se evitará que sigan operando como un verdadero “im- 

puesto en blanco”. 

En una democracia moderna, los tributos deben ser claros, 

proporcionales y dictados por ley. 

Hoy, nuestras contribuciones no cumplen ese estándar. Y es 

hora de corregirlas. 
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